HOMICIDIO CULPOSO   
RADICACIÓN:661706000066-2009-01157-01
PROCESADO:  JUAN DAVID RESTREPO ORTIZ
CONFIRMA INCIDENTE DE REPARACIÓN
S. N°22

JURAMENTO ESTIMATORIO EN INCIDENTE DE REPARACIÓN/ Procedencia/ La mera enunciación de los perjuicios, sin prueba que los soporte, imposibilita su tasación/ Carga de la prueba   

“(…) si bien es factible que en el trámite del incidente de reparación integral se pueda hacer uso del juramento estimatorio, considera la Sala que no basta hacer la valoración verbal de los perjuicios, sino que éstos deben estar debidamente acreditados y ser conocidos por el funcionario judicial para que, previo análisis, adopte las decisiones que en derecho correspondan. Sin que pueda tampoco predicarse que la carga de la prueba recae en la parte contraria, al ser los demandantes a quienes compete probar los supuestos de hecho en los que basan sus pretensiones indemnizatorias, y precisamente por ello lo pedido por el recurrente en este específico punto carece de vocación de prosperidad.”
ACREDITACIÓN DE LA CALIDAD DE VÍCTIMA/ Registro civil de nacimiento como prueba idónea del parentesco que legitime la solicitud de indemnización
“(…) el registro civil de nacimiento se constituye en el documento público requerido para corroborar de manera idónea, eficaz y suficiente el vínculo de parentesco con los progenitores de una persona y sus colaterales, como quiera que la información consignada en éste ha sido previamente suministrada por las personas autorizadas y con el procedimiento establecido en la ley.
Aunque en este caso el recurrente esgrime que la joven MARÍA FERNANDA VALLEJO SOSSA es hermana de la señora MARCELA VALLEJO SOSSA, víctima del hecho de tránsito, la realidad procesal enseña que no existe prueba válida a ese respecto, como quiera que no basta la simple manifestación verbal en tal sentido y al efecto no son utilizables las pruebas supletorias que se anuncian, que incluso tampoco fueron presentadas. Así las cosas, se hace imperioso negar cualquier clase de indemnización a su favor ante la falta de demostración de ese requisito sustancial y que se torna necesario para soportar la calidad que se aduce con miras a ser indemnizada.”
DAÑO DE LA VIDA EN RELACIÓN/ Alteraciones a las condiciones de existencia no solo es predicable de quienes cohabitaban o ayudaban económicamente a la víctima 
“(…) efectivamente las condiciones de existencia del señor CÉSAR IVÁN VALLEJO variaron de manera ostensible, por cuanto es diáfano que con el fallecimiento de su hija se presentó una alteración drástica que le impediría a futuro gozar de la presencia y compañía de la misma. Mírese que fueron claros los testigos que se escucharon en el trámite incidental al indicar que con ocasión del fallecimiento de MARCELA VALLEJO su padre también sufrió una gran conmoción, misma que persiste porque aunque no convivía bajo el mismo techo con su descendiente, sí conservaba una excelente trato con ésta y compartían diferentes momentos de la vida familiar, los que por su fallecimiento no podrán volver a repetirse.

Y es que a raíz del deceso de MARCELA VALLEJO ambos padres experimentaron un rotundo cambio en su estilo de vida ante la ausencia, sin que el hecho de que éste no ayudara económicamente a su anterior núcleo familiar, ni brindara apoyo para la educación universitaria de su hija (…) tenga injerencia alguna en dicha determinación.”

Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencia de 13 de abril de 2011 -rad. 34145-; Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 15 agosto de 2007 -rad. AG 2003-385-. 
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  ACTA DE APROBACIÓN No 689
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Agosto 03 de 2016, 9:11 a.m.

	Condenado: 
	Juan David Restrepo Ortiz 

	Cédula de ciudadanía:
	1.088.280.600 de Pereira (Rda.).

	Delitos:
	Homicidio culposo

	Víctima:
	Marcela Vallejo Sossa

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa y representante de víctimas contra la providencia de junio 2 de 2016, por medio de la cual se resolvió el incidente de reparación integral. SE CONFIRMA. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En el proceso seguido contra el señor JUAN DAVID RESTREPO ORTIZ por el delito de homicidio culposo y con antelación a llevarse a cabo la audiencia de juicio oral, el citado aceptó los cargos formulados por lo que el Juzgado Penal del Circuito de Descongestión de Dosquebradas (Rda.) -hoy Segundo Penal del Circuito de esa municipalidad- profirió sentencia condenatoria (mayo 21 de 2015), contra la cual no se interpuso recurso.

1.2.- En esa misma fecha el apoderado de las víctimas solicitó se diera iniciación al incidente de reparación integral, el cual se instaló en enero 22 de 2016 luego de varios aplazamientos, acto dentro del cual elevó sus pretensiones, solicitó la práctica de pruebas testimoniales y presentó las documentales que quería hacer valer, sin que la defensa hubiere hecho uso de tal prerrogativa.

1.3.- A continuación se adelantó la audiencia del incidente de reparación integral (marzo 17 de 2016), en la que luego de fracasada la conciliación se escucharon las declaraciones de RUBIELA ESPITIA ROCHE, CLARA INÉS  DEL ROSARIO GIRALDO ESPINOSA,  MARLENY CASTAÑO FRANCO y LUZ ADRIANA GALEANO DURÁN, pedidos por el apoderado de la víctima, a la vez que desistió de otros, hizo alusión al “juramento estimatorio” de conformidad con el nomenclado 216 C.G.P., y añadió que los restantes documentos los ingresaría con el señor CÉSAR VALLEJO -padre de la víctima-, frente a lo cual se opuso la defensa al considerar que éstos debían ser incorporados por quien los suscribió o elaboró, como así lo determinó el a quo quien no aceptó la introducción de tales pruebas, sin que contra esa decisión se hubiera interpuesto recurso alguno. Al cabo de todo lo discurrido tanto defensa como el representante de las víctimas expusieron sus alegaciones conclusivas. 

1.4.- El a quo mediante sentencia de junio 2 de 2016 condenó al señor JUAN DAVID RESTREPO ORTIZ a pagar a favor de los señores SANDRA PATRICIA SOSSA VELASCO y CÉSAR IVÁN VALLEJO LONDOÑO -padres de la víctima- la suma de 200 s.m.l.m.v. para cada uno, por concepto de perjuicios morales, e igualmente 100 y 50 s.m.l.m.v., respectivamente, como perjuicios a la vida de relación. Empero, el juez absolvió al comprometido del pago de los perjuicios materiales reclamados por el apoderado de las víctimas. Los argumentos que tuvo en consideración el funcionario a quo para adoptar tales determinaciones, fueron los siguientes:
- Los arts. 102 y ss. C.P.P. reglamentan la forma como se deben probar en la actuación los daños ocasionados con el delito, máxime que la prueba debe ser valorada por el juez y ésta es la que se incorpora al juicio de manera oral, concentrada y sujeta a contradicción, lo cual no puede ser pasado por alto por una norma que regula asuntos de índole civil -Código General del Proceso-, no obstante la interpretación del abogado de víctimas al estimar que la mera enunciación del valor de unos perjuicios es suficiente para que éstos se tengan como ciertos.

- El juramento estimatorio solo puede tener aplicación en los eventos estipulados en la norma civil, ninguno de los cuales ocupa la atención del juzgado, pues el que más se asimila sería la indemnización, pero mientras que en esta se debe demostrar la existencia del daño y el nexo causal entre quien lo produjo y el afectado, en la reparación integral de perjuicios debe acreditarse el dolo, la culpa o la preterintención, lo que sucede al proferirse sentencia condenatoria como requisito para dar trámite al incidente.

- En este caso no se presentó prueba alguna tendiente a demostrar los perjuicios materiales pues el juramento estimatorio no es el mecanismo procesal adecuado para arrimar al conocimiento del juez los detrimentos recibidos, y aunque el apoderado de víctima se refirió a diversos documentos para certificar la existencia de esos daños, no efectuó el más mínimo esfuerzo para introducirlos a la audiencia, en un evidente desconocimiento de lo reglado en el estatuto procesal penal.
- Aunque el togado utilizó una fórmula matemática que arrojó una suma considerable como lucro cesante, no quedó claro de qué manera el salario de MARCELA VALLEJO se multiplicó de tal manera, y la forma correcta de haberlo hecho sería mediante pericia, pero la víctima se confió en un juramento que es inaplicable en este procedimiento.

- Se probó con los testimonios arrimados el profundo dolor que enmarcó el fallecimiento de MARCELA VALLEJO en sus padres, por lo que sí hay lugar al pago de perjuicios morales a su favor. No obstante, en cuanto al daño en la vida de relación estimó que no era igual para ambos progenitores, ya que el mismo fue más significativo para su madre quien vivía con ella, y ser la joven quien asumió su manutención, pero aun así el vínculo del padre con MARCELA también se vio quebrantado, lo que conllevó a disponer la retribución proporcional por tal aspecto. Finalmente consideró que no había lugar a efectuar pronunciamiento alguno respecto al potencial menoscabo a favor de MARÍA FERNANDA VALLEJO, como quiera que no se arrimó prueba que acreditara la calidad de ésta frente a la afectada.

1.5.- Tanto el apoderado de víctimas como la defensa no estuvieron de acuerdo con la decisión e interpusieron recurso de apelación.

2.- Debate

2.1.- Apoderado de víctimas -como recurrente-
Pide se revoque la decisión adoptada a efectos de que se reconozca el lucro cesante a favor de MARÍA FERNANDA VALLEJO, CÉSAR IVÁN VALLEJO y SANDRA PATRICIA OSSA, así como los perjuicios morales y el daño a la vida de relación de MARÍA FERNANDA VALLEJO, por lo siguiente:

- El juramento estimatorio es una prueba de carácter obligatorio no discrecional para quien pretenda el pago de una indemnización, y aunque el despacho asimila que ésta es diferente por cuanto se trata de una reparación integral, en este caso la indemnización se presenta por un hecho ilícito y por ende se debe acudir al art. 206 C.G.P.

- El referido juramento es una prueba arraigada en nuestro sistema procesal y actualmente su cobertura trasciende a toda reclamación por concepto de perjuicios, mejoras y frutos, lo cual es predicable en procesos de naturaleza civil, contractual, extracontractual e incluso de otras jurisdicciones, por lo que desconoce con qué fundamento el a quo no la tiene en cuenta para efectos indemnizatorios, ya que en el evento de reclamar cuantías exageradas o desproporcionadas puede conllevar a la imposición de una multa.

- El juramento no fue refutado por la defensa y aquí se invierte la carga probatoria, siendo la parte contraria quien debía desvirtuar lo pedido con un perito, pero no lo hizo, y al estar bien fundamentado y discriminado tiene pleno valor, máxime cuando éste se utiliza para peticiones justas y ponderadas, todo lo cual economiza la actividad demostrativa con respecto a la acreditación de los montos reclamados, pues es prueba de carácter provisional que se torna en definitiva si la cuantía no es objetada, y en caso de serlo, quien hizo la estimación deberá acudir a otras pruebas. En todo caso si el juez percibe que la suma ingresa al terreno de la injusticia, en cumplimiento de su deber de dirección procesal, decretará pruebas de oficio con el fin de que se verifique lo pretendido.

- En esos términos el juramento estimatorio tenía que acogerse y por ende debe revocarse la providencia para que se acepte en los términos que contiene su escrito. 

Finalmente, en cuanto al registro civil de nacimiento de la señora MARÍA FERNANDA VALLEJO SOSSA, esgrime que dicha prueba no es solemne al no estar en un proceso de filiación natural donde se requiere comprobar el parentesco, de donde se extrae que para el presente asunto se deben admitir otras supletorias, y al haber desplazado la sentencia tales indemnizaciones también debe ser motivo de inconformidad.

2.2.- Defensa –como no recurrente-
Solicita la confirmación del fallo confutado en los siguientes términos:

- No le asiste razón al apoderado de víctimas al manifestar que le corresponde a la defensa demostrar la estimación juratoria, ya que la carga de la prueba no se invierte como lo dice, pues aunque estamos en un incidente de reparación integral y dentro de un sistema adversarial, sobre una sola de las partes recae la responsabilidad y la carga probatoria, en este caso a las víctimas, quienes deben comprobar el porqué les corresponden dichos montos.

- La normativa procesal penal es clara frente a la forma como se deben allegar las pruebas dentro de esta etapa procesal, pues se actúa como si se estuviese en audiencia de juicio donde existen unos parámetros que deben cumplirse, por lo que no se puede traer por analogía procedimientos de otras áreas, cuando el procedimiento penal lo contempla.

- Se equivoca el apoderado de víctimas al indicar que la ausencia del registro civil de nacimiento de la hermana de la afectada no es suficiente para desestimar las pretensiones en relación con ella, pues se debe acreditar el vínculo que tenían las personas sobre las cuales se pide indemnización, para establecer la razón  de un eventual reconocimiento de perjuicios, en tal virtud le asistió razón al despacho al denegar las reclamaciones de cualquier índole  frente a MARÍA FERNANDA VALLEJO SOSSA. 

2.3.- Defensa –como recurrente- 

Limita su intervención de inconformidad única y exclusivamente con el reconocimiento por el daño en la vida de relación, con respecto al padre de la víctima, en tanto no se opone a los demás ordenados en la sentencia. Al respecto indica que en realidad padre e hija no convivían desde hace buen tiempo, y quedó evidenciado que si bien tenía hijas con edades cercanas entre sí, la responsabilidad económica y de sostenimiento de su hogar recayó solamente sobre una de ellas -MARCELA VALLEJO-, persona ésta que vino a suplir la ausencia del padre, al punto que sus estudios debían ser sostenidos por ella misma. Si alguna colaboración existió de parte del padre, lo fue para la hermana MARÍA FERNANDA, no para MARCELA, lo que en su sentir genera una diferencia entre el detrimento que se puede predicar de la señora madre y el ocasionado a su padre.

2.4.- Apoderado de víctimas –como no recurrente-
Asegura que la forma como la defensa enfoca los daños en la vida de relación no tiene íntima conexión con lo que se probó dentro del proceso, lo cual consiste en la pérdida del disfrute o alteración de condiciones de existencia, pues al señor padre se le perturbaron todas las condiciones de vida al no tener el placer de gozar con su hija las fechas especiales, de compartir, verla crecer, y desarrollarse profesionalmente, por lo cual observa que la decisión en tal sentido fue acertada.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906/04.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde definir a la Colegiatura si fue correcta la decisión adoptada por el juez de primer nivel de condenar en perjuicios morales al señor JUAN DAVID RESTREPO ORTIZ, y absolverlo respecto al pago de los materiales,  en virtud de la sentencia proferida en su contra por la conducta punible de homicidio culposo. De igual modo, lo atinente al debate suscitado respecto del daño en la vida de relación.
3.3.- Solución a la controversia

Como se puede observar, la discrepancia del apoderado de víctimas se fundamentó en el hecho de que el funcionario judicial se abstuvo de imponer condena en lo relativo al pago de perjuicios materiales a favor de la señora SANDRA PATRICIA SOSSA VELASCO -en sus dos componentes: daño emergente y lucro cesante- al no tener como válido el juramento estimatorio presentado en el trámite, debidamente regulado por el canon 216 C.G.P., e igualmente al no haberse concedido los morales y por daño a la vida de relación a favor de la hermana de la víctima, señora MARÍA FERNANDA VALLEJO SOSSA; a su turno, la defensa del señor RESTREPO ORTIZ cuestiona el fallo adoptado, en tanto la indemnización por éste último concepto no debió ser concedido al señor CÉSAR IVÁN VALLEJO LONDOÑO -padre de la afectada-.

El artículo 94 C.P. dispone: “La conducta punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales causados con ocasión de aquélla” e igualmente el canón 2341 C.C. reza: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”. Así mismo los nomenclados 102 y ss. C.P.P. establecen lo relativo al trámite del incidente de reparación integral, égida bajo la cual se adelantó el presente diligenciamiento. 

Acerca de la naturaleza del incidente de reparación integral la H. Corte Suprema de Justicia ha sostenido3:  
“Se trata, entonces, de un mecanismo procesal independiente y posterior al trámite penal propiamente dicho, pues el mismo ya no busca obtener esa declaración de responsabilidad penal, sino la indemnización pecuniaria fruto de la responsabilidad civil derivada del daño causado con el delito –reparación en sentido lato– y cualesquiera otras expresiones encaminadas a obtener la satisfacción de los derechos a la verdad y a la justicia, todo lo cual está cobijado por la responsabilidad civil, como ha sido reconocido por la jurisprudencia constitucional (en sentencia C-409 de 2009, se precisa)”.
  
Ahora bien, para dilucidar la situación problemática la Sala abordará cada uno de los temas propuestos por los impugnantes, así como el régimen probatorio aplicable en el incidente de reparación integral, con el fin de proferir la decisión que en derecho corresponda.

· Régimen probatorio aplicable en el incidente de reparación integral
En anterior pronunciamiento de esta misma Corporación y con ponencia de quien ahora ejerce igual función
, se  advirtió que a juicio de esta Sala las reglas que se ajustan en principio a la práctica de las pruebas en el incidente deben ser las establecidas en la Ley 906 de 2004, aunque su valoración respecto a la responsabilidad civil deba estar obviamente orientada por el derecho privado.   

Y en este caso el a quo, en desarrollo de las referidas audiencias, en especial aquella en la cual se pretendía por parte del apoderado de víctimas la incorporación de las pruebas en relación con lo estimado bajo juramento, con miras a  soportar el monto de los perjuicios de índole patrimonial que en su sentir se le irrogaron a la señora SANDRA PATRICIA SOSSA, consideró que el procedimiento que debía surtirse era el contemplado por el ordenamiento procesal penal, conforme lo reglado en los artículos 102 y ss C.P.P., y por ende las probanzas debían ser introducidas de acuerdo con los lineamientos contemplados por la norma procedimental.

Mírese que en efecto, una vez el apoderado de víctimas trató de aportar la certificación de la empresa Bimbo donde trabajaba la afectada, manifestó que ello lo haría con el padre de ésta, señor CÉSAR IVÁN VALLEJO, ante lo cual se opuso la defensa por considerarlo improcedente, en tanto dicho documento debía ser incorporado al trámite por quien lo suscribió o elaboró, como así fue reiterado por el a quo, quedándose entonces la parte demandante sin la posibilidad de ingresar ese escrito que había sido anunciado al momento de elevar sus pretensiones, al igual que los otros con los cuales soportaría los perjuicios materiales y que hicieron parte de su juramento estimatorio.

Si bien no puede entrar la Sala a controvertir la decisión que en esa precisa oportunidad adoptó el funcionario de primer grado al negar la introducción de tal documento con el padre de la víctima, en tanto la providencia cobró firmeza al no interponerse recurso alguno en su contra, al respecto estima esta Colegiatura que el despacho debió permitir el aporte de ese escrito con el padre de la agredida, pues bien podía ser él quien acudió ante la empresa Bimbo a pedir tal certificación con miras a hacerla valer dentro del incidente, sin que pueda exigirse que esa clase de actividades esté precedida del rigorismo que se tiene en tratándose del juicio oral, donde es claro que para que un documento pueda ser valorado por el funcionario judicial debe ser previamente incorporado con un testigo de acreditación, que lo sería la persona que lo suscribió o en su defecto el investigador que en desarrollo de un programa metodológico de investigación lo obtuvo. Lo dicho, en cuanto durante las etapas de investigación, acusación y juzgamiento propias del sistema con tendencia adversarial, cada parte tiene la posibilidad de contar con su investigador y por su intermedio incorporar las evidencias, como situación que en estricto sentido no tiene cabida en el incidente de reparación integral.
Con fundamento en ello, en criterio de la Sala la incorporación de documentos en el incidente de reparación integral merece un capítulo independiente en cuanto debe surtir los lineamientos de la jurisdicción civil, es decir, que éstos puedan ser ingresados de manera directa por parte de las víctimas -en su condición de demandantes-, pues se entiende que fueron los encargados de su recolección y quienes los arrimarían a la audiencia pertinente, ante lo cual la parte contraria podrá ejercer su derecho a la contradicción y debatir el poder suasorio que de éstos dimana, lo que le permite interponer las objeciones frente a la documentación presentada por los demandantes para soportar sus exigencias.

No podía por tanto imponerse un tal rigorismo respecto a la incorporación de pruebas documentales, al tratarse de una acción independiente que se surte como consecuencia de la declaratoria de responsabilidad penal, y había lugar a seguir los lineamientos que contempla el C.G.P. -arts. 244 s.s.- en el cual desde el momento en que se presenta la demanda -por analogía en este caso lo serían las pretensiones que formuló el apoderado de víctimas en la primera audiencia- se descubren las pruebas que se pretendan hacer valer, y se corre traslado a la parte contraria para que proceda en la oportunidad pertinente a ejercer el derecho de réplica que le asiste -arts. 82, 84, 91 y 96- De todas esas pretensiones probatorias debe conocer desde un primer momento el funcionario judicial, y no como sucedió en el presente asunto en el cual simplemente se hizo mención verbal del juramento estimatorio y de la prueba documental, sin haberse allegado nada en concreto.

   - Del juramento estimatorio.

En desarrollo del incidente de reparación y al momento de fijar el litigio por parte del apoderado de víctimas, se acudió de su parte al juramento estimatorio contemplado en la regla 206 C.G.P., por medio del cual procedió a referir la suma de $258´468.000.oo como perjuicios patrimoniales -daño emergente y lucro cesante- a favor de la señora SANDRA PATRICIA SOSSA VELASCO, exclusivamente, suma ésta que no se pidió para CÉSAR IVÁN VALLEJO ni para MARÍA FERNANDA VALLEJO. No obstante, a la hora de ahora y con ocasión del recurso, la parte inconforme solicita ese pago también para los referidos padre y hermana, lo que por supuesto no puede ser atendible toda vez que un tal reconocimiento solo se solicitó desde un comienzo para la madre de la joven MARCELA VALLEJO y de ninguno otro de sus parientes; en consecuencia, de adoptarse decisión al respecto se daría lugar a la transgresión de caros principios procesales como el derecho de defensa, la congruencia, y, por supuesto, la doble instancia, dado que el fallador de primer grado no tuvo posibilidad de pronunciarse a ese respecto.

Como es sabido, el juramento estimatorio se encuentra reglado en el art. 206 C.G.P., el cual prescribe: “Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. Sólo se considerará la objeción que especifique razonadamente la inexactitud que se le atribuya a la estimación. […]”, y bajo ese amparo el apoderado de las víctimas al momento de formular sus pretensiones en el presente incidente hizo su estimación en concordancia con los perjuicios materiales que en su sentir deberían ser reconocidos a favor de la madre de la agredida.

Es cierto, como así lo argumenta el citado apoderado, que el juramento estimatorio es de aplicación obligatoria en la jurisdicción civil, e incluso en materia penal fue usado en vigencia de la Ley 600 de 2000 -art. 278- para determinar la competencia de las conductas punibles contra el patrimonio económico, la cuantía y el monto de la indemnización. Y aunque en la presente codificación procesal penal nada se dijo al respecto, en sentir de la Corporación como el incidente de reparación integral regula el tema indemnizatorio, es factible que pueda utilizarse para fijar tales montos.

No obstante y como así lo pretende hacer ver el recurrente, no basta la mera exposición de los gastos incurridos para establecer el valor del daño emergente. Y para el asunto en concreto relacionado con el lucro cesante, fue la misma parte interesada quien anunció la presencia de un perito dada la complejidad que a su entender poseían las ecuaciones matemáticas indispensables para fijar el lucro cesante -pasado o futuro-, pero finalmente el citado experto no se hizo presente.

Es cierto que una vez se presenta el juramento estimatorio, la parte contraria podrá objetarlo e incluso el juez puede practicar pruebas de oficio de observar que el monto señalado es injustificado, pero en este asunto, lo que se percibe es que si bien el apoderado de las víctimas consideró como evidencia reina de su pretensión económica la sola enunciación de los costos en que incurrió la familia de la afectada con ocasión de la ilicitud y las sumas por concepto de lucro cesante, no allegó ningún elemento probatorio con miras a soportar su reclamación.

No se puede desconocer que el abogado al fijar la litis hizo alusión a diversos documentos con los cuales demostraría los pagos en que incurrió la familia de la víctima -v. g. la reparación de la moto, los gastos funerarios y de notaría, etc.- que se entiende ascendieron a la suma de $6’468.000.oo, pero la realidad procesal indica que éstos en momento alguno fueron ingresados al incidente, y por lo tanto no tuvo la posibilidad el funcionario judicial de efectuar la valoración respectiva.

Contrario a la postura del apoderado de víctimas en cuanto a la contundencia del juramento estimatorio, en criterio del Tribunal el mismo no es suficiente para el reconocimiento del daño porque para ello debe preceder prueba cierta y directa de su existencia, en cuanto una cosa es la comprobación del perjuicio y otra distinta su cuantificación. Y para el caso concreto desafortunadamente esa prueba del daño no fue aducida válidamente a la actuación, y en ello le asiste razón a la defensa, pues salvo las manifestaciones relativas a los documentos con los que se soportarían los gastos en que la familia de MARCELA VALLEJO supuestamente incurrió, y los dineros que se le deberían reconocer a la madre de ésta, no se entregó al despacho ningún elemento probatorio para que fuera valorado por el funcionario judicial; y, aquellos otros que se pretendían introducir, como el referido a los ingresos de la víctima, fueron rechazados y contra esa determinación no se interpuso recurso alguno en el momento oportuno. 
En ese orden de ideas y si bien es factible que en el trámite del incidente de reparación integral se pueda hacer uso del juramento estimatorio, considera la Sala que no basta hacer la valoración verbal de los perjuicios, sino que éstos deben estar debidamente acreditados y ser conocidos por el funcionario judicial para que, previo análisis, adopte las decisiones que en derecho correspondan. Sin que pueda tampoco predicarse que la carga de la prueba recae en la parte contraria, al ser los demandantes a quienes compete probar los supuestos de hecho en los que basan sus pretensiones indemnizatorias, y precisamente por ello lo pedido por el recurrente en este específico punto carece de vocación de prosperidad.

· Acreditación de la calidad de víctima para solicitar indemnización de perjuicios.

Estima el apoderado de víctimas igualmente, que tanto los perjuicios morales como de daño a la vida de relación deben ser ordenados a favor de la joven MARÍA FERNANDA VALLEJO SOSSA, quien es hermana de la fallecida, al no requerirse el registro civil de nacimiento pues para ello se admiten pruebas supletorias, alegación no aceptada por el a quo con fundamento en que dentro del curso del proceso penal y mucho menos en el incidente de reparación se comprobó el referido parentesco.

Inicialmente debe indicarse, como así lo refirió el funcionario de primer nivel, que en el proceso penal y más concretamente en la audiencia de formulación de acusación, únicamente se le reconoció la calidad de víctimas a los padres de la joven MARCELA VALLEJO OSSA, y en el trámite del incidente no se aportó el registro civil de la joven MARÍA FERNANDA VALLEJO OSSA con miras a acreditar su grado de familiaridad con la directa afectada en el hecho de tránsito.

Contrario a lo esgrimido por el recurrente, el Decreto Ley 1260/70 establece que la prueba única del estado civil para los nacimientos, matrimonios y defunciones son las copias auténticas de los registros civiles, y las probanzas supletorias a las que hace alusión -entiende la Sala que se refiere a las certificaciones que con las formalidades legales expedían los respectivos sacerdotes o párrocos, al insertar las actas o partidas existentes en los libros parroquiales, a las que hacía referencia la Ley 57 de 1887- dejaron de serlo a partir de la vigencia de la Ley 92/38, porque desde ese momento sólo tendrían el carácter de pruebas principales del estado civil las copias auténticas de las partidas del registro del estado civil expedidas por los notarios, el alcalde municipal, los funcionarios consulares de Colombia en el exterior y los corregidores e inspectores de policía, para esa época encargados de llevar el registro del estado civil de las personas.

Mírese que el artículo 105 del Decreto 1260/70 expresamente consagra: “Los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas, ocurridos con posterioridad a la vigencia de la ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos […]”. Todo ello para predicar que el registro civil de nacimiento se constituye en el documento público requerido para corroborar de manera idónea, eficaz y suficiente el vínculo de parentesco con los progenitores de una persona y sus colaterales, como quiera que la información consignada en éste ha sido previamente suministrada por las personas autorizadas y con el procedimiento establecido en la ley.

Aunque en este caso el recurrente esgrime que la joven MARÍA FERNANDA VALLEJO SOSSA es hermana de la señora MARCELA VALLEJO SOSSA, víctima del hecho de tránsito, la realidad procesal enseña que no existe prueba válida a ese respecto, como quiera que no basta la simple manifestación verbal en tal sentido y al efecto no son utilizables las pruebas supletorias que se anuncian, que incluso tampoco fueron presentadas. Así las cosas, se hace imperioso negar cualquier clase de indemnización a su favor ante la falta de demostración de ese requisito sustancial y que se torna necesario para soportar la calidad que se aduce con miras a ser indemnizada.

En conclusión, la Corporación estima que la negativa del a quo para tasar perjuicios tanto morales como a la vida de relación a favor de la joven MARÍA FERNANDA VALLEJO SOSSA se impone por ausencia de prueba con respecto al parentesco de consanguinidad que se aduce por la parte interesada.

· Del daño a la vida de relación

Por su parte y como se dijo, la abogada defensora del señor JUAN DAVID RESTREPO mostró su inconformidad con la determinación del a quo de indemnizar al señor CÉSAR IVÁN VALLEJO LONDOÑO por los perjuicios relativos al daño de la vida de relación, por cuanto no convivían desde tiempo atrás, y además el sostenimiento del hogar recayó solamente sobre su hija MARCELA VALLEJO, lo que en su sentir genera una diferencia entre el menoscabo ocasionado a la madre de ésta, con respecto al de su progenitor.  

Para partir debe asegurarse que el daño a la vida de relación se encuentra inmerso dentro de lo que denomina la jurisprudencia del Consejo de Estado “el daño a las alteraciones a las condiciones de existencia”, y en torno al tema, la Sección Tercera en sentencia  de agosto 15 de 2007 -exp. AG 2003-385, M.P. Mauricio Fajardo Gómez- indicó:

“El reconocimiento de indemnización por concepto del daño por alteración grave de las condiciones de existencia es un rubro del daño inmaterial -que resulta ser plenamente compatible con el reconocimiento del daño moral-, que, desde luego, debe acreditarse en el curso del proceso por quien lo alega y que no se produce por cualquier variación menor, natural o normal de las condiciones de existencia, sino que, por el contrario, solamente se verifica cuando se presenta una alteración anormal y, por supuesto, negativa de tales condiciones.

En otras palabras, para que sea jurídicamente relevante en materia de responsabilidad estatal, el impacto respecto de las condiciones de existencia previas ha de ser grave, drástico, evidentemente extraordinario”.
Lo que se aprecia en el caso sub judice, es que efectivamente las condiciones de existencia del señor CÉSAR IVÁN VALLEJO variaron de manera ostensible, por cuanto es diáfano que con el fallecimiento de su hija se presentó una alteración drástica que le impediría a futuro gozar de la presencia y compañía de la misma. Mírese que fueron claros los testigos que se escucharon en el trámite incidental al indicar que con ocasión del fallecimiento de MARCELA VALLEJO su padre también sufrió una gran conmoción, misma que persiste porque aunque no convivía bajo el mismo techo con su descendiente, sí conservaba una excelente trato con ésta y compartían diferentes momentos de la vida familiar, los que por su fallecimiento no podrán volver a repetirse.

Y es que a raíz del deceso de MARCELA VALLEJO ambos padres experimentaron un rotundo cambio en su estilo de vida ante la ausencia, sin que el hecho de que éste no ayudara económicamente a su anterior núcleo familiar, ni brindara apoyo para la educación universitaria de su hija MARCELA VALLEJO -como lo sostiene la abogada defensora-, tenga injerencia alguna en dicha determinación.

No obstante y como de manera atinada lo analizó el a quo, no podía ser igual el monto de la indemnización por este concepto para ambos progenitores, porque es evidente que la mayor consternación la sufrió la señora SANDRA PATRICIA SOSSA VELASCO, y por ende el monto de la misma fue superior con respecto al otorgado al señor CÉSAR IVÁN VALLEJO, suma que en sentir de esta Corporación en efecto debía serle atribuida como paliativo para el menoscabo que se irrogó con ocasión de la muerte de su hija. En ese sentido, considera la Sala que el monto otorgado por el a quo como perjuicios por el daño a la vida de relación, se muestra atinado y proporcional a lo establecido en el incidente. 

Al considerarse entonces que la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) estuvo ajustada a derecho, se procederá a su confirmación con las salvedades y aclaraciones indicadas en el cuerpo motivo de esta providencia.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de apelación. 

En virtud de la cuantía de las pretensiones, no hay lugar al recurso extraordinario de casación.

Notifíquese y cúmplase

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� C.S.J., S.P., 13 abr. 2011, rad. 34145, reiterado en AP, 29 may. 2013, rad. 40160


� TSP AP,  24 may. 2010, Rad. 66088318900120090003200.
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